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Introducción


EL NOMBRE OFICIAL DE NUESTRO país es descriptivo: lo integran los estados de la Unión, unidos en un sistema federal. Su denominación y aspectos constitucionales no han cambiado en casi doscientos años, excepto en periodos cortos en los que varió la forma de gobierno, debido al centralismo y la breve invasión francesa, que dio paso a una efímera monarquía, pero ni la cruenta invasión de Estados Unidos logró variar los principios de gobierno. México es una república representativa, democrática, laica y federal.


Las múltiples reformas a nuestra Constitución durante el siglo xx, han repercutido en el constitucionalismo de los estados, cuyo margen de maniobra se ha reducido paulatinamente. Durante mucho tiempo, los estados “libres, soberanos, independientes y autónomos” del federalismo originario, han pasado a ser reproductores de las instituciones y disposiciones federales. todavía en la actualidad, hay resistencia para sostener innovaciones constitucionales dentro del régimen interno de los estados y, en lugar de que éstos cuenten con un efectivo doble control interno de su constitucionalidad, concentrado a nivel local y difuso en el nivel federal, binomio que, inexplicablemente, se ha desconocido y concentrado a nivel federal, haciendo de la doble soberanía una ilusión.


En un sistema federal, la protección de la Constitución federal no es únicamente obligación de la federación, sino que los estados cuentan, igualmente, con la obligación de protegerla y preservarla; pero, de la misma manera, las entidades no deben olvidar que les compete la aplicación y salvaguarda de su propia Constitución local, emanación de la federal, y que no será preservada por autoridades federales.


El control de la constitucionalidad interna de cada estado es, a su vez, parte integrante del control constitucional genérico de la federación. En una palabra, la presente obra considera que el constitucionalismo de las entidades federativas es parte integrante del constitucionalismo general del país.


Debido a la supremacía constitucional contenida en nuestro artículo 133, las constituciones de las entidades federativas establecen sus propios poderes, reconocen derechos humanos particulares, organizan su régimen interior y, de esta manera, complementan el constitucionalismo federal.


Los principios orgánicos y dogmáticos de la Constitución federal gozan de plena validez en todo el país y no requieren ser refrendados por las constituciones y leyes de las entidades.  Sin embargo, la justificación para la expedición de las constituciones estatales radica en que definen el régimen interior de las entidades suscriptoras del pacto federal, con los derechos humanos, la organización de poderes de gobierno y las potestades legislativas que adopten, de acuerdo con lo que prescriben los artículos 40, 41, 115 y 116 de la Carta federal. En aquéllas están plasmadas las decisiones fundamentales de cada entidad, en su coyuntura histórica y en su devenir.


El federalismo mexicano nació con las dos constituciones expedidas en 1824: el Acta Constitutiva y la Constitución propiamente dicha, reconociendo una doble soberanía, una depositada en el ámbito federal y la otra en el de los estados. Los municipios estarían ausentes en esa asociación originaria.


Desde 1914, por lo menos, se ha pretendido reconocer un tercer ámbito de gobierno, consignado en la Constitución federal, con autoridades electas por el ejercicio ciudadano de sufragar, dotado de libertad y autonomía: el municipal. Es una obligación reconocer la aportación de los ayuntamientos en la formación política de la nación mexicana y lo consideramos como parte sustantiva del constitucionalismo de las entidades federativas. Por ello, esta obra dedica un capítulo al destino que merece el municipio libre, después de quinientos años de existencia y de doscientos años del federalismo y de la evolución de ambas figuras políticas y jurídicas.


El objetivo fundamental de esta obra es recuperar las instituciones constitucionales de los estados, frente a la unificación y estandarización de conceptos que la Constitución federal ha propiciado. Las entidades federativas tienen mucho que decir y aportar sobre los derechos humanos y la organización de poderes que se han dado en el marco de su autonomía.


Para tal propósito, la obra estaćompesta por nueve capítulos, que inicia con la explicación de la supremacía constitucional federal, fuente primigenia del Estado de derecho en el federalismo mexicano, guía de los sistemas jurídicos de la federación y de los estados, y punto de origen de las normas del Estado nacional.


Posteriormente, el trabajo delimita el contenido normativo de las constituciones de los estados y propone su categorización como leyes constitucionales, derivadas de la delegación del Poder Constituyente originario que las produjo, al convocar sus asambleas constituyentes y dotarlas de las facultades necesarias para definir con autonomía su régimen interior.


Continúa el libro describiendo, someramente, la tremenda empresa de formar a las entidades federativas con el constitucionalismo nacional y particular. Se narra, igualmente, la aportación de los territorios federales que sirvieron para fraguar futuros estados y salvaguardar entidades diferenciadas de los estados, cuando por su carencia de elementos poblacionales, físicos y económicos no podían aspirar a la categoría de Estado. Incluso, se da cuenta de que algunos territorios lo fueron por peculiaridades políticas e históricas.


El reconocimiento de los derechos humanos fue previsto originalmente en las constituciones estatales y, de ellos, se nutrieron posteriores declaraciones en los textos federales. Su reconocimiento en la Constitución federal no exime de nuevos derechos en las constituciones locales, o del compromiso estatal con los mismos derechos federales. Este gran tema se desarrolla en el capítulo cuarto.


Ante el reconocimiento de los derechos humanos en los textos constitucionales de las entidades federativas, se colige un obligado control constitucional propio. Éste es el contenido del capítulo quinto.


La reciente emancipación del territorio que contenía al antiguo Distrito Federal, merece un reconocimiento en el capítulo sexto, con el análisis de las normas que precedieron a la aprobación de la reciente Constitución de la Ciudad de México del 5 de febrero de 2017.


Los estados de la unión generaron múltiples instituciones que sirvieron de base para la federación, como el juicio de amparo o la controversia constitucional, así como formas de organización que la federación adoptó, igualmente, pero que la diversidad política de los estados le imprimieron perfiles propios: Consejo de Gobierno asociado a los gobernadores, senados en varios estados, titularidad única de los tribunales superiores de justicia, procedimientos de responsabilidad política en los estados, conflictos de poderes estatales y un sinfín de peculiares instituciones que se describen someramente en el capítulo séptimo.


La defensa armada de los estados que permitió mantener la integridad de la nación, durante las invasiones extranjeras que asolaron al país en el siglo xix. Así fue como se organizó la institución de la Guardia Nacional, que posee raíces locales profundas en las entidades federativas. Actualmente se ha tergiversado el nombre, pero la institución reclama sus verdaderas raíces y sentido: una milicia cívica, no organizada para la guerra, sino para la paz, oferente de la protección civil. todo ello se describe en el capítulo octavo.


Culminando el libro que nos honramos en presentar a la consideración de los lectores, está una tesis que anima los cinco siglos de la institución de gobierno local más apreciada: el municipio libre. Contrario a la tónica de los temas abordados en los anteriores capítulos, el capítulo noveno es enteramente prospectivo, que tiende a delinear al municipio como un verdadero tercer ámbito de gobierno.


I





La interpretación del artículo 133 constitucional


Contexto histórico constitucional de la jerarquía normativa


Para México, el federalismo ha significado mucho más que una forma de Estado, modelada a partir de su vecino país, Estados Unidos. Se trata de la consolidación de la independencia mexicana al conferir libertad y autogobierno a la estructura territorial, política y administrativa colonial.


Como complemento de la separación de poderes, el federalismo contribuye a la división de funciones y evita la concentración del poder político. De esta manera, promueve la protección de derechos humanos y de la democracia.


La propuesta federalista propició, al igual que en Estados Unidos, el enarbolamiento de banderas ideológicas para los partidos políticos en ciernes. Aunque en el vecino país del norte los antifederalistas criticaron ferozmente el sistema fraguado en su Constitución hacia 1787, su propuesta consistió en defender los denominados “derechos de los estados”, que pretendían más una confederación que sólo los defendiera del exterior y de los sobresaltos internos, pero que los dejara en plena libertad para gobernarse, que un gobierno federal que pudiera intervenir en su gobierno local y se entrometiera en sus asuntos interiores (Barber, 1984).


Como se aprecia en el folleto sobre una  Demostración teórico-práctica de las ventajas del sistema federal en la República Mexicana 1 (González Oropeza ,  1995: 149-161), publicado en 1825 y reimpreso en Veracruz el 25 de octubre de 1834, el ejemplo del país vecino de norte nos indicó el camino para esta forma de organización territorial y política, pero en nuestro país el sistema fue promovido, explicado e implementado por ayuntamientos y provincias, más que por el gobierno de la naciente república (Bernstein, 1987).


Resulta interesante relacionar la fracción I del artículo 121 de la Constitución mexicana con el precepto marcado con el numeral 133 de la Constitución de 1917, que prescribía la “supremacía” de las leyes federales sobre las estatales, de la misma manera que  el artículo VI, párrafo 2, de la Constitución estadounidense lo hace.2


La porción normativa establece que “las leyes de un estado sólo tendrán efecto en su propio territorio y, por consiguiente, no podrán ser obligatorias fuera de él”. Lo anterior determina el ámbito espacial de validez de las leyes de los estados, mismo objetivo que persigue el artículo 133 al referirse, en términos enigmáticos para el lector en español, ya que fue traducido literalmente del texto en inglés aludido, que: “La Constitución, las leyes del Congreso Federal y los tratados internacionales serán ley suprema de la nación”, lo cual significa no la superioridad del ámbito federal sobre el local, sino más bien el ámbito espacial y de aplicación de las normas federales que se extienden a todo el territorio y no sólo al estrictamente federal, al territorio insular y las zonas federales que se encuentran en las costas y fronteras terrestres, sino al de todas las entidades federativas, municipios y demarcaciones territoriales de México.


Este precepto, que ahora resulta de obvia aplicación en los sistemas federales, tuvo que ser precisado en su momento histórico. La doctrina de la anulación floreció a ambos lados del río bravo, ya que las célebres declaraciones de Virginia, Kentucky y de Carolina del Sur, propiciadas por Thomas Jefferson, James Madison y, posteriormente, John Calhoun, tuvieron sus manifestaciones equivalentes en México (Chase  et al. , 1978).3


James Madison había escrito en  El Federalista  número 44 ,  titulado “Restricciones a la autoridad de varios Estados”, que la cláusula de la supremacía, como se conoce al párrafo segundo del artículo VI de la Constitución de ese país, antecedente de nuestro artículo 133 constitucional, no hacía referencia a las constituciones de los estados como leyes supremas, porque su ámbito espacial de validez no alcanzaba a todo el país, el cual es el significado de “ley suprema”.


En la sesión del 29 de mayo de 1787 de la Convención Constituyente, al explicar los defectos de la Confederación, manifestaron en la asamblea que los Artículos de la Confederación (1777) no constituían la ley suprema respecto de las constituciones de los Estados preexistentes,4 por lo que no habría defensa contra las infracciones cometidas por ellos (Flynn, 2011).


El sistema discutido en la Convención Constituyente de Filadelfia fue caracterizado como una combinación de gobierno nacional y local, donde las fronteras resultaban de difícil definición, pero que, en general, los constituyentes consideraron en descartar la soberanía en los estados. El 29 de junio de 1787, Madison manifestó:


Somos vagos en nuestras expresiones: hablamos de soberanía de los Estados (pero) no son soberanos (sino que) constituyen un peldaño de la corporación, como la incorporación mecánica en una más completa soberanía (que es) la soberanía verdadera y única. Los Estados no están en ese alto grado de soberanía, son corporaciones con poder estatutario5 (Farrand, 1987: 477).


Este pronunciamiento se había anticipado el 19 de junio, cuando debatieron Alexander Hamilton y James Wilson en la Convención. Hamilton manifestó que el ámbito federal debería ser supremo y, en consecuencia, gozaban de una soberanía plena. Por su parte, Wilson consideró que el gobierno nacional sería lo mismo que el federal, pero que su supremacía no debería llegar a aniquilar al ámbito estatal, pues la subdivisión del poder era necesaria (Farrand, 1987: 378).


Con estos debates, se entiende el número 44 de los  Papeles de El Federalista, cuando Madison explica, en la cláusula de supremacía de la Constitución federal, que no tendrían cabida las Constituciones de los estados como parte de la “ley suprema de la Unión”, puesto que los Estados, en sus Constituciones, pueden legislar en todo lo que no está asignado a la federación, en primer lugar (Hamilton, 2006: 253-254). Asimismo, si se declararan supremos los textos constitucionales de los estados en el artículo VI, éstos entrarían en conflicto con los poderes supremos asignados en la Constitución federal al ámbito de ese nivel. Finalmente, las leyes federales y los tratados internacionales podrían también entrar en conflicto con las constituciones estatales, cuyo contenido es parte de su régimen interior, cuando tuvieran disposiciones antagónicas (Hamilton, 2003: 283).


En México, ya desde el discurso llamado “de las profecías” de fray Servando teresa de Mier, pronunciado el 13 de diciembre de 1823 ante el Congreso Constituyente, se advertía que la adopción del sistema federal “a la americana” provocaría que demagogos en los estados subvirtieran y desobedecieran las leyes del gobierno federal. Preocupado por la invasión de la Santa Alianza promovida por España, fray Servando sugirió que la Federación mexicana debiera ser “compacta”, más “análoga a nuestra educación y costumbres”, en un principio, para que después “soltemos las andaderas de nuestra infancia política” (teresa de Mier, 2013: 438).


El Acta Constitutiva de la Federación Mexicana del 31 de enero de 1824 selló la forma republicana de gobierno federal para la nación y prescribió en el artículo 24 la supremacía del Acta sobre las constituciones de los Estados: “Las Constituciones de los Estados no podrán oponerse a esta Acta ni a lo que establezca la constitución general; por tanto, no podrán sancionarse hasta la publicación de ésta última”.


De la misma manera, el Acta, en su breve articulado, contuvo un apartado sobre el “Gobierno particular de los Estados”, en el que consagró la separación de funciones en los órganos de gobierno de las entidades federativas (artículo 20), los congresos estatales estarían compuestos del número de  individuos 6  que las constituciones de las entidades fijaran (artículo 21). De la misma manera, el Acta determina que los gobernadores ejercerán el cargo “por determinado tiempo”, decisión fundamental para el Poder Ejecutivo; es decir, no estarían sujetos a las modalidades parlamentarias de votos de censura o de dimisión anticipada por consulta popular, sino que durarían en el cargo el tiempo por el cual fueron electos (artículo 22) por un periodo fijo.


Asimismo, los derechos humanos se especifican claramente en el artículo 30 del Acta, bajo el concepto de “Nación”, la que los protegerá por leyes “sabias y justas”, sin reservar ni a la Federación, ni a las entidades federativas, su protección.


Por su parte, la Constitución del 4 de octubre de 1824 ratificó los principios contenidos en el Acta Constitutiva y obligaba que todo funcionario, sin excepción, prestara juramento de guardar la Constitución  y el Acta Constitutiva “antes de tomar posesión de su destino” (artículo 163, Constitución de 1824); esta disposición está contenida en el actual artículo 128.7


Como obligación de los estados, la primera constitución federal previó guardar y hacer guardar la Constitución y leyes generales de la Unión (artículo 161, fracción III). Finalmente, esta Constitución inauguró la cláusula pétrea en el artículo 171, impidiendo que “jamás” se reformaría la Constitución en cuanto a la independencia nacional, religión de Estado, forma republicana y federal de gobierno, libertad de imprenta y división de poderes. Cabe mencionar que todas éstas fueron objeto de atenuaciones o límites a lo largo del desarrollo de nuestro constitucionalismo.


No hubo una disposición clara sobre el régimen interior de los estados, como se plasmaría en futuras constituciones mexicanas; sin embargo, es dable concluir que la Constitución de 1824 les reservaba atribuciones, principiando con el artículo 50, que determinó a lo largo de sus 31 fracciones que la federación tendría múltiples facultades legislativas de carácter general, pero siempre reconociendo a los estados las mismas facultades en sus respectivos ámbitos. 8


Ahora bien, el aprendizaje de nuestro federalismo tuvo roces entre la Federación y los estados. A manera de ejemplo, podemos mencionar la orden del gobierno general de cerrar los puertos al comercio español y cubano, expedida el 8 de octubre de 1823, en la que Yucatán pretendió conservar sus privilegios y suspendió el decreto federal por afectar sensiblemente la actividad comercial yucateca. En el fondo, había un evidente propósito de la Federación de aislar el reducto español en América, que era Cuba, y los intereses comerciales del estado de Yucatán con la isla, el emporio mercantil más cercano a su territorio.


De la misma manera, el sistema federal se enfrentó a los estados que rechazaron los artículos 27 y 28 del Acta Constitutiva, que les prohibía imponer derechos de tonelaje, o mantener tropa o navíos de guerra en tiempos de paz, así como imponer contribuciones sobre importaciones o exportaciones, hasta que la ley general se dictare.


Como reacción, la jura (protesta) del Acta Constitutiva fue retrasada por decisión de algunos estados (Quezada  et al. , 2012: 31).


El “Augusto Congreso Constituyente” de Yucatán, que sesionó del 20de agosto de 1823 al 31 de mayo de 1825, aprobó el decreto 66 el 28 de septiembre de 1824, con el objeto de que “continúe la introducción de azúcar, café y aguardiente de caña procedentes de la isla de Cuba”; por el cual:


 El Congreso Constituyente, teniendo en consideración las particulares circunstancias en que se hallan los intereses públicos de este Estado, y con el fin de precaver los irreparables perjuicios que experimentaría si se pusiese en inmediata y absoluta observancia el soberano decreto del 20 de mayo (1824), antes de  haber obtenido la resolución definitiva que por representación se ha solicitado de los supremos centrales decreta:




	  El soberano decreto de 20 de mayo y lista que le acompaña de los frutos y efectos extranjeros, cuya importación se prohíben al territorio de los Estados Unidos Mexicanos, empezará a tener efecto en las aduanas de éste el día 19 del próximo mes de diciembre, con respecto a los buques y expediciones procedentes de los puertos de América y el día 1º de marzo del año inmediato con respecto a los buques y expediciones procedentes de los de Europa.


	El azúcar, aguardiente de caña y café, que sean producto de la isla de Cuba y que procedan inmediatamente de los puertos de aquella isla, continuarán no obstante admitiéndose, en los de este Estado mientras no se obtenga de los supremos poderes centrales a quienes se ha dado y da cuenta motivada de esta resolución,  la que fuese justa, que será puntualmente ejecutada. 



	Desde el día 1º del próximo mes de diciembre, el azúcar que con arreglo a lo dispuesto en el artículo anterior se introdujere por los puertos de este Estado, atenderá en sus aduanas 30 por ciento sobre los aforos de arancel, cualquiera que sea el pabellón bajo el cual se importase (Campos y Guémez, 2008: 347-348).





Comuníquese.


Este precedente del ejercicio de la soberanía de un estado es ejemplar y único, pues constituye la suspensión de una ley federal por órdenes de un Congreso Constituyente local. En otras palabras, es un ejemplo de anulación de ley federal, no por inconstitucionalidad, sino por inequidad. Esto muestra el ejercicio de la soberanía de un estado entendido bajo el régimen originario del federalismo.


En reacción a este decreto, el diputado local Perfecto baranda propuso en la sesión del 15 de septiembre de 1824 que la facultad de suspender decretos federales entrañaba la misma facultad de los ayuntamientos para suspender las leyes del estado, si así lo consideraban. Esta propuesta fue desechada por el mismo Congreso el 18 de septiembre de 1824.
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Península de Yucatán, siglo xvii. Fragmento de un mapa de Joannes de Laet, 1625.


Por otra parte, el 13 de abril de 1869 se suscitó un conflicto sobre la aplicación de la ley federal denominada Ley de plagiarios y salteadores de caminos (González Oropeza, 1993: 12, 55) que imponía la pena de muerte a los gavilleros de los caminos carreteros; la Legislatura de Veracruz promovió juicio de amparo contra dicha ley, al considerar que, por su naturaleza penal, tal como lo había hecho Veracruz al regular esa conducta criminal con la expedición del Código Corona de 1868.9 El caso originó también la competencia directa de la Suprema Corte de Justicia que, a partir de 1917, quedó plasmada en la Constitución Política, bajo el artículo 105, por el cual la Corte está facultada para resolver controversias de competencia constitucional entre la Federación y los estados.


Uno de los artículos que está determinado en el título quinto de la Constitución para regular las relaciones entre la Federación y los estados es el 124. El contenido de dicha disposición es muy similar a la Décima Enmienda de la Constitución estadounidense, con la salvedad de que nuestro precepto no alude al pueblo como último y gran depositario de las atribuciones estatales, y de que las facultades de la Federación no tienen que ser explícitas en Estados Unidos.10


En dicho artículo, México siguió, desde 1857, el sistema estadounidense de atribuciones, que contenía el espíritu que le infundieron los constituyentes de ese país, en el sentido de que el gobierno federal tendría pocas y explícitas atribuciones, mientras que la mayoría indefinida de facultades correspondería a los estados.


Tanto la Décima Enmienda como su homóloga, el actual artículo 124 de la Constitución mexicana, conducen a una distribución competencial tajante y definida, según lo explicara Manuel Crescencio Rejón en 1846: “Los poderes no delegados a las autoridades de la Unión ni negados a los estados por el Código Fundamental de la República, se entienden reservados a los estados respectivos” (Echánove, 1941: 479).11La disyuntiva es clara, pues, si la Constitución expresa la atribución como exclusiva del gobierno federal, desaparece la competencia de los estados y viceversa.


Esta disposición constitucional llevó a México a federalizar, paulatinamente, las materias más importantes que, originalmente, no aparecían en el texto constitucional. Proceso similar se observó en Estados Unidos, sobre todo durante el periodo de John Marshall en la Corte Suprema, pero esta extensión de poderes federales se llevó a cabo mediante decisiones judiciales (Newmyer,1968).12 En contraste, México lo hizo por medio de reformas explícitas y formales de la Constitución y de las leyes; es decir, ha sido el Congreso de la Unión el protagonista del crecimiento del poderío federal, en detrimento del de los estados.


Aunque durante el siglo xix y principios del xx, los congresos mexicanos eran, en su mayoría, impetuosamente independientes de los poderes ejecutivos en sus respectivas jurisdicciones, su función política no se centró en la elaboración de leyes; es decir, la federalización de materias, aunque formalmente es competencia del Congreso de la Unión, correspondió al presidente de la República como principal promotor de la legislación y de las reformas que contribuyeron a ese fin.


A partir de la década de los años setenta del siglo xx, la tendencia del sistema federal mexicano ha seguido la naturaleza cooperativa, en la que se olvida la separación tajante entre Federación y estados, y se fusionan ambas esferas de competencia para legislar sobre la misma materia. La educación (artículo 3°), salud (artículo 73, fracción XVI) y asentamientos humanos (artículo 73, fracción XXIX-G) son algunos ejemplos de lo anterior.


Este federalismo cooperativo ha provocado la coexistencia de leyes expedidas por el Congreso de la Unión, con leyes aprobadas por las legislaturas de los estados, regulando las mismas materias. La duplicidad de órdenes normativos ha creado una jerarquía distinta a la derivada de la regla contenida en el artículo 124, en la que hay separación de los ámbitos, pues al haber dos leyes, una de carácter general y otras particulares, la jerarquía entre ambos órdenes de gobierno opera de lo general a lo local.


Un atisbo a la supremacía constitucional


Uno de los aspectos más relevantes de los estudios en torno a la Constitución es el relativo a su vigencia, su fuerza jurídica y su protección y defensa. temas siempre interesantes si se sostiene que la Constitución es, precisamente, un instrumento que imprime seguridad jurídica y consagra mecanismos de protección del ciudadano frente a las posibles arbitrariedades del poder público; medio idóneo para contener el abuso y para salvaguardar los derechos humanos.


El contenido del artículo 133 constitucional establece el principio de supremacía normativa, que se traduce en que todas las instituciones quedan constreñidas a preferir a la Constitución frente a cualquier ordenamiento, y ello mismo vale para titulares y servidores públicos de dichas instituciones.


Los ecos del principio de supremacía constitucional se remontan al surgimiento del constitucionalismo moderno, toda vez que encuentra sus orígenes en el párrafo dos del artículo VI de la Constitución de Estados Unidos de América de 1787, mismo que establece:


Esta Constitución, y las leyes de los Estados Unidos que se expidan con arreglo a ella, y todos los tratados celebrados o que se celebren bajo la autoridad de los Estados Unidos, serán la suprema ley del país y los jueces de cada Estado estarán obligados a observarlos, a pesar de cualquier cosa en contrario que se encuentre en la Constitución o las leyes de cualquier Estado.


En el constitucionalismo mexicano, esta disposición se estableció por vez primera en el artículo 126 de la Constitución de 1857, cuyo texto es el mismo artículo 133 actual, excepto porque los tratados serían ratificados por el Congreso General, ya que el Senado fuera suprimido en ese año.


Como se observa, las similitudes son abundantes, aunque habrá que matizar, por supuesto, las diferencias de redacción, en primer término y, en segundo lugar, la forma en que se integra el ordenamiento jurídico en ambos modelos o tradiciones. En el caso de la Constitución promulgada el 5 de febrero de 1857, el respectivo proyecto contemplaba tal redacción en el artículo 123 y fue aprobado sin discusión alguna, como artículo 126.


En general, el principio de supremacía constitucional subyace a cualquier texto de carácter fundacional, toda vez que presupone que su superior jerarquía es indiscutible. Nuestros documentos constitucionales del siglo xix, previos a la Constitución de 1857, lo dieron por sentado, al establecer preceptos relacionados con el cumplimiento y salvaguarda de sus contenidos. Ello porque, reiteramos, debe tenerse presente que en toda Constitución se sobreentiende su supremacía en tanto concentra la decisión del cuerpo social y expone el proyecto de nación que se busca alcanzar.


En ese sentido, la Constitución Política de la Monarquía Española o Constitución de Cádiz de 1812, señaló que las Cortes conocerían de las infracciones a la Constitución, para efecto de ponerles remedio y hacer efectiva la responsabilidad a los infractores; es decir, salvaguardaban el contenido de la Constitución y castigaban a sus transgresores, lo cual permite advertir que se le consideraba por encima de todo el ordenamiento. Más tarde, el artículo 24 del  Acta Constitutiva de la Federación, de 1824, señaló que las constituciones de los estados no podrían oponerse a lo establecido por la propia Acta y la Constitución general.


Asimismo, aunque la Constitución federal de 1824 no incluyó un precepto similar, obligó a todo funcionario público a prestar juramento de guardar la Constitución y el Acta Constitutiva, y ordenó al Congreso dictar las leyes conducentes a hacer efectiva la responsabilidad de quienes quebrantaran lo dispuesto en tales documentos. Esto es, evidentemente, otra expresión de la supremacía constitucional.


Igual ocurriría en las Leyes Constitucionales de 1836, cuya Séptima Ley, en su artículo 6º reiteró la exigencia del juramento hacia la Constitución y el dictado de normas para sancionar a quienes quebrantaran el contenido constitucional. Ello mismo estará presente en el artículo 201 de las bases Orgánicas de la República Mexicana de 1843.


La interpretación de la Suprema Corte de Justicia al principio de supremacía constitucional, a través de sus resoluciones, son de particular relevancia, tal como lo revisaremos en breve.


Con motivo de la ley expedida por benito Juárez, en uso de facultades extraordinarias, el 31 de enero de 1870, para castigar los actos de los presuntos colaboradores con el segundo imperio, se sancionó a Antonio Lozano con la confiscación o “secuestro” de sus bienes, acusado de haber participado en un movimiento revolucionario. En ese momento, Ignacio L. Vallarta fue el abogado patrono que defendió a Antonio Lozano, aduciendo la inconstitucionalidad de esa ley penal, por contravenir el artículo 22 de la Constitución de 1857, el cual prohíbe la aplicación de penas inusitadas, como lo era la confiscación de bienes.


En los argumentos contenidos en el reclamo de Vallarta, suscrito por el futuro ministro presidente de la Suprema Corte el 23 de septiembre de 1870, manifestó que: “El poder judicial es respetable por su independencia y venerable por su sabiduría y gravedad, es el más a propósito para ejercer el alto deber de exponer e interpretar la Constitución y juzgar de la validez de las leyes según aquéllos principios”.


Citando al canciller13 James Kent, quien afirmaba que el Parlamento no es omnipotente bajo el régimen republicano y constitucional, a diferencia de Inglaterra, por lo que en la sesión del Congreso Constituyente de México del 22 de octubre de 1856, se prohibió la imposición de penas trascendentes y desproporcionadas, de tal manera que un juicio de sedición como el instaurado contra Lozano, debería observar el debido proceso legal, previsto en la Constitución.


Así, la confiscación de bienes prevista en la ley del 22 de febrero de 1832 resultaba contraria a la Constitución, pues imponía penas pecuniarias, incluyendo la confiscación de todos los bienes, por participar en una sublevación por la aplicación de una responsabilidad mancomunada, según quedó determinado en los alegatos y resolución correspondientes al amparo de Antonio Lozano (Vallarta, 2019: 54-78).14


Sin embargo, para Juárez estas penas eran oportunas, aun habiendo triunfado la República, pues todavía se verificarían rebeliones en  Zacatecas y San Luis Potosí. La jefatura de hacienda de Zacatecas era la encargada de aplicar la confiscación de los bienes de Lozano, por la sublevación protagonizada por él del 8 al 27 de enero de 1870. Fechas anteriores a la expedición del decreto del 31 de enero, por lo que hacía a la pena objeto de una ley especial con aplicación retroactiva.


Lo inusitado de la pena consistía en que el adeudo fincado contra Lozano, de 140 mil pesos y aplicado por un juez de distrito, lo imposibilitaba para cubrirlo con sus bienes presentes y futuros, por lo que la sanción era desproporcionada y retroactiva, cuyas leyes fueron dictadas tanto por Juárez a nivel federal, como localmente en Zacatecas el 12 de febrero de 1870.


Vallarta basa su defensa, en varios argumentos, aunque el principal era la supremacía constitucional que aplica con el ejemplo del precedente de Estados Unidos  Marbury vs. Madison 5 US 137 (1803), citado por primera vez en el foro mexicano. En su alegato, Vallarta desprende de la sentencia de aquel país que ninguna ley contraria a la Constitución puede ser válida y, por lo tanto, es nula como ley, por lo que los jueces están obligados a inaplicarla.


Revisar esta evolución es importantísimo para dar valor al contenido de nuestra Constitución. La expresión sentenciosa y certera de José María Iglesias, con motivo de la protesta que generó la fraudulenta elección presidencial de 1876, de que nada ni nadie puede estar por encima de la Constitución, sólo se justifica si su contenido es conocido, discutido y puesto al día por las generaciones de ciudadanos a las que sirve.


Llama la atención que el artículo 133 constitucional ha conservado su redacción originaria desde 1934. En tal sentido, debe decirse que muchos son los principios que animan el constitucionalismo mexicano, pero ninguno igual que genere debates y cuestionamientos como el derivado de la interpretación del artículo 133 constitucional, hoy del tenor siguiente:


Esta Constitución, las leyes del Congreso de la Unión que emanen de ella y todos los tratados que estén de acuerdo con la misma, celebrados y que se celebren por el Presidente de la República, con aprobación del Senado, serán la ley suprema de toda la Unión. Los jueces de cada entidad federativa se arreglarán a dicha Constitución,leyes y tratados, a pesar de las disposiciones en contrario que pueda haber en las Constituciones o leyes de las entidades federativas.


Finalmente, habría que mencionar que la enigmática expresión “ley suprema de toda la Unión”, la obligación de los jueces locales de aplicarla, la jerarquía de la Constitución en relación con las leyes federales y tratados internacionales, así como la relación de todas éstas respecto de las Constituciones y leyes estatales, es objeto de gran especulación, y además está carente de una delimitación.


La evolución jurisprudencial de la supremacía constitucional



Constitución y supremacía constitucional


La Constitución, de acuerdo con la Suprema Corte de Justicia de la Nación, “es la norma fundamental que unifica y da validez a todas las demás normas que constituyen un orden jurídico determinado”.15 En tal sentido, como norma fundamental, la Constitución se distingue del resto de normas por lo siguiente:




	  Por su procedimiento de formación, único y distinto del resto de normas del ordenamiento jurídico: es la única norma creada por un Poder Constituyente nacional.


	  Por su contenido, característico de las decisiones fundamentales del Estado, puesto que regula los derechos humanos y la división de poderes, señalando las competencias de los órganos superiores del Estado.


	  Por sus destinatarios típicos, aunque no únicos, que son esos mismos órganos superiores del Estado, para los que establece el ámbito competencial y la organización y estructura básicas de la federación.




	Por su régimen jurídico peculiar, lo que incluye, por ejemplo, su posición superior en el ordenamiento jurídico, en cuanto a su contenido y procedimiento de reforma (distinto al de las leyes ordinarias) (Carbonell, coord., 2005: 99).





Aunado a lo anterior, la Constitución, como norma fundamental, debe cumplir ciertas características que garanticen su supremacía sobre el resto del ordenamiento, entre las que se encuentra su inviolabilidad, la fuerza vinculante, el proceso a través del cual puede ser reformada, así como las condiciones necesarias para lograr su vigencia y eficacia.


Ahora bien, son dos las perspectivas que permiten vislumbrar las normas constitucionales como superiores del resto de disposiciones del sistema jurídico: la lógica y la axiológica. A través de la primera, la Constitución se concibe como ley suprema a partir del reconocimiento expreso de la superioridad jerárquica que posee, dentro del marco normativo del Estado, siendo lógica la necesidad de que todo acto jurídico se adecue a su contenido. Hans Kelsen (1928: 201) denomina a esta adecuación como regularidad constitucional. En cuanto a la axiológica, se considera a la Constitución como jerárquicamente superior, en razón de ser depositaria de los principios fundamentales y de fundar la competencia de los órganos de gobierno, así como de plasmar el reconocimiento de los derechos humanos de las personas (Del Rosario, 2014: 1199).


Entonces, la Constitución como “norma fundamental constituye un instrumento permanente de gobierno, cuyos preceptos aseguran la estabilidad y certeza necesarias para la existencia del Estado y del orden jurídico”.16 Es por ello que el principio de supremacía constitucional “se traduce en la cualidad que tiene la constitución de ser la norma que funda y da validez a la totalidad del ordenamiento jurídico de un país determinado”; (scjn, 2005: 37) así, toda actuación que no esté acorde con la Constitución o la contraríe, debe considerarse como inválida o nula.


Además, la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha considerado la supremacía constitucional como


Un principio cosustancial del sistema jurídico-político mexicano, que descansa en la expresión primaria de la soberanía en la expedición de la constitución, y que por ello coloca a ésta por encima de todas las leyes y de todas las autoridades, de ahí que las actuaciones de éstas deben ajustarse estrictamente a las disposiciones de aquélla.


En este sentido, más que una facultad, la supremacía constitucional impone a toda autoridad el deber de ajustar a los preceptos fundamentales, los actos desplegados en ejercicio de sus atribuciones.17


En cuanto a las implicaciones de este principio de supremacía constitucional, los tribunales federales han señalado las siguientes:



	   El contenido de la Constitución no puede ser desvirtuado por ningún otro ordenamiento legal, ya que como Ley Suprema está por encima de leyes comunes, tanto federales como locales.


	  Los estados de la federación están sujetos a los mandamientos de la constitución federal, pues ésta es la base constitutiva del sistema federal, aunque las entidades federativas se conciban como libres y soberanas en lo referente a su régimen interior; entonces, cuando una ley local contraríe los preceptos constitucionales, serán éstos los que prevalezcan.


	  Las personas y las instituciones están sometidas a lo establecido por el texto constitucional, debiendo respetar los derechos y garantías ahí determinados, sin que exista la posibilidad de desconocerlos.


	  Debido a la jerarquía de la Constitución, ésta solamente podrá reformarse de acuerdo con el procedimiento diseñado por ella misma y por el órgano encargado para tal actividad.





 Fundamento constitucional de la supremacía constitucional 


La doctrina jurídica ha establecido que el artículo 133 constitucional se refiere a la supremacía constitucional, ya que toda norma jurídica que pretenda ser parte del derecho mexicano, llámese tratado internacional, leyes federales y leyes locales, entre otras, deben estar regidas y reguladas por los principios establecidos en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Sin embargo, existen otras disposiciones que sirven de base al principio de supremacía constitucional, en primer lugar, está el artículo 1º, mismo que dispone lo siguiente:


En los Estados Unidos Mexicanos todas las personas gozarán de los derechos humanos reconocidos en esta Constitución y en los tratados internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte, así como de las garantías para su protección, cuyo ejercicio no podrá restringirse ni suspenderse, salvo en los casos y bajo las condiciones que esta Constitución establece.


También el artículo 15 forma parte de las disposiciones constitucionales relativas a la supremacía de la Constitución, reconociendo la hegemonía de la Ley Suprema respecto de los tratados y convenios atentatorios de los derechos humanos:


No se autoriza la celebración de tratados para la extradición de reos políticos, ni para la de aquellos delincuentes del orden común que hayan tenido en el país donde cometieron el delito, la condición de esclavos; ni de convenios o tratados en virtud de los que se alteren los derechos humanos reconocidos por esta Constitución y en los tratados internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte.


Otras disposiciones que reiteran la supremacía constitucional son los artículos 40 y 41, los cuales señalan la forma de Estado y de gobierno, respectivamente, que deben ajustarse a la Constitución; asimismo, las constituciones estatales no deben contravenir lo dispuesto por aquélla:


Artículo 40. Es voluntad del pueblo mexicano constituirse en una República representativa, democrática, laica y federal, compuesta por Estados libres y soberanos en todo lo concerniente a su régimen interior, y por la ciudad de México, unidos en una federación establecida según los principios de esta ley fundamental.


Artículo 41. El pueblo ejerce su soberanía por medio de los Poderes de la Unión, en los casos de la competencia de éstos, y por los de los Estados y la ciudad de México, en lo que toca a sus regímenes interiores, en los términos respectivamente establecidos por la presente Constitución federal y las particulares de cada Estado y de la ciudad de México, las que en ningún caso podrán contravenir las estipulaciones del Pacto Federal.


Finalmente, el último artículo relacionado con la supremacía constitucional es el 128, el cual señala como obligación de todo funcionario, sin excepción alguna, la de protestar guardar la Constitución y las leyes emanadas de ella: “Artículo 128. todo funcionario público, sin excepción alguna, antes de tomar posesión de su encargo, prestará la protesta de guardar la Constitución y las leyes que de ella emanen”.


Estas disposiciones constituyen los mecanismos de defensa de la Constitución, por cuanto establecen los lineamientos que permiten el cumplimiento de un apotegma que ha marcado la evolución del constitucionalismo mexicano desde la parte final del siglo xix: el enarbolado por José María Iglesias, presidente de la Suprema Corte de Justicia, quien afirmó certeramente que nada ni nadie podía estar por encima de la Constitución.


Evolución de la supremacía constitucional en México


En 1917, el artículo 133, siguiendo lo estipulado por el artículo 126 de la Constitución de 1857, consignó la supremacía constitucional en los términos ya mencionados. Dicho artículo se mantuvo intacto hasta 1934, año en que sufrió la primera modificación, siendo publicada en el  Diario Oficial de la Federación el 18 de enero, consistiendo en la adición de las siguientes frases “que estén de acuerdo con la misma” y la sustitución de la expresión “hechos que se hicieren” por “celebrados y que se celebren”, pero lo realmente trascendente fue la derogación de la aprobación a cargo del Congreso de la Unión, convirtiéndose a partir de esa fecha en una facultad exclusiva de la Cámara de Senadores, quedando de la siguiente forma:


 Esta Constitución, las leyes del Congreso de la Unión que emanen de ella y todos los tratados que estén de acuerdo con la misma, celebrados o que se celebren por el Presidente de la República, con aprobación del Senado, serán la Ley Suprema de toda la Unión. Los jueces de cada Estado se arreglarán a dicha Constitución, leyes y tratados, a pesar de las disposiciones en contrario que pueda haber en las Constituciones o leyes de los estados.


Con este reformado texto, la Suprema Corte de Justicia de la Nación inició el camino de interpretación y evolución del principio de supremacía constitucional. Así, en 1935, al resolver un amparo civil, la tercera Sala del Alto tribunal resolvió que:


No es verdad que alguna de las prevenciones del artículo 107 constitucional, que contiene los principios generales sobre el recurso de amparo establezcan que la autoridad federal se encuentre incapacitada para conceder la protección constitucional contra leyes expedidas por las legislaturas locales que impliquen violaciones a las garantías individuales, porque la resolución del juez sobre el particular, implicaría un ataque a la supremacía del Estado legislador, derogando las leyes expedidas por el mismo; puesto que la sentencia de amparo se limita exclusivamente a concederlo y a proteger al quejoso, en el caso especial sobre el que verse su queja, sin hacer declaración alguna de carácter general, respecto de la ley; toda vez que ello sería violatorio de la fracción I del artículo 107 constitucional; lo que se pone de relieve con mayor fuerza, cuando el acto que se impugna por medio de un amparo, es una sentencia de la autoridad judicial y no la disposición legislativa emanada de un congreso local; pero aun en el supuesto de que el auto reclamado fuera atribuido a la Legislatura de un estado, no habría imposibilidad jurídica para que la Suprema Corte de Justicia fijara la inconstitucionalidad de una ley que no se ajusta a las prescripciones generales de la Constitución de la República, ya que el artículo 133 de la misma, previene de manera terminante, que dicha Constitución, las leyes del Congreso de la Unión, y los tratados hechos por el presidente de la República, son la ley suprema en toda la Unión, y que los jueces de cada estado se arreglarán a lo dispuesto por la Constitución, a pesar de las disposiciones que en contrario pueda haber en las leyes de los estados, y como es notorio que a ninguna ley debe darse efecto retroactivo, en perjuicio de persona alguna, puesto que ello esta terminantemente prohibido por el artículo 14 de la Constitución, no podría admitirse que una legislatura local, en la hipótesis de que está fuera la autoridad responsable, pudiera vulnerar la garantía consagrada en el citado mandamiento.18


Más de una década después, en 1946, la scjn estableció como elementos necesarios para llevar a cabo la declaración de constitucionalidad de una ley, en el procedimiento seguido para dirimir una competencia, los siguientes:



	  Que exista queja o instancia de particular agraviado reclamando esa inconstitucionalidad.


	  En las competencias, el procedimiento no es del juicio de amparo, sino el delineado por la ley para resolver, exclusivamente, el conflicto jurisdiccional propuesto, dentro del cual no se haya oído a la autoridad responsable.


	  No existiendo queja de parte, la resolución que recayera no asumiría un aspecto de declaración respecto del caso concreto y singular de esa queja, sino, más bien, el de una consideración que podría tener el carácter de una declaración general, prohibida por la ley.





Además, agrega el Máximo tribunal, que resultaba evidente que no se trata de una controversia que tenga por materia la constitucionalidad de los actos de los poderes de un mismo estado, pues el artículo 133 constitucional conforma el régimen federal y evita el predominio de las leyes locales sobre la Constitución, estableciendo con firmeza la supremacía de esa misma carta fundamental; sin embargo, no es fuente de competencia de la cual resulte la facultad de los tribunales federales y, por tanto, de la Suprema Corte, para declarar la constitucionalidad o inconstitucionalidad de una ley.19


 Desde este momento, reiteradas fueron las ocasiones en que la scjn sostuvo, sobre todo a través del Pleno, el principio de supremacía de la Constitución Federal y de las leyes del Congreso de la Unión que emanan de ella, de acuerdo con lo estipulado por el artículo 133 de la Constitución federal. Así, al ocuparse de la jerarquía de los tratados internacionales y su ubicación en el sistema jurídico mexicano, la scjn, en una primera interpretación, consideró que los tratados internacionales están en el mismo rango respecto de las leyes federales y por debajo de la Constitución, pues:


De conformidad con el artículo 133 de la Constitución, tanto las leyes que emanen de ella, como los tratados internacionales, celebrados por el ejecutivo federal, aprobados por el Senado de la República y que estén de acuerdo con la misma, ocupan, ambos, el rango inmediatamente inferior a la Constitución en la jerarquía de las normas en el orden jurídico mexicano. Ahora bien, teniendo la misma jerarquía, el tratado internacional no puede ser criterio para determinar la constitucionalidad de una ley ni viceversa. Por ello, la Ley de las Cámaras de Comercio y de las de Industria no puede ser considerada inconstitucional por contrariar lo dispuesto en un tratado internacional.20


El criterio anterior sólo duró siete años, ya que el Máximo tribunal de la Nación cambió su postura, ubicando a los tratados internacionales por debajo de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y por encima de las leyes federales. De tal forma que el tribunal argumentó su cambio de criterio tomando en cuenta los siguientes argumentos:




	   Existe unanimidad respecto de que la Constitución Federal es la norma fundamental y que aunque en principio la expresión “serán la Ley Suprema de toda la Unión” parece indicar que no sólo la Carta Magna es la suprema, la objeción es superada por el hecho de que las leyes deben emanar de la Constitución y ser aprobadas por un órgano constituido, como lo es el Congreso de la Unión y de que los tratados deben estar de acuerdo con la ley fundamental, lo que claramente indica que sólo la Constitución es la ley suprema.


	  El problema respecto de la jerarquía de las demás normas del sistema, ha encontrado en la jurisprudencia y en la doctrina distintas soluciones, entre las que destacan: supremacía del derecho federal frente al local y misma jerarquía de los dos, en sus variantes lisa y llana, y con la existencia de “leyes constitucionales”, y la de que será ley suprema la que sea calificada de constitucional.


	  Se considera que los tratados internacionales se encuentran en un segundo plano después de la ley fundamental y por encima del derecho federal y el local, en razón de que estos compromisos internacionales son asumidos por el Estado mexicano en su conjunto y comprometen a todas sus autoridades frente a la comunidad internacional; por ello se explica que el Constituyente haya facultado al presidente de la República a suscribir los tratados internacionales en su calidad de jefe de Estado y, de la misma manera, el Senado interviene como representante de la voluntad de las entidades federativas y, por medio de su ratificación, obliga a todas las autoridades.


	  Además, en el tema de la jerarquía de los tratados no existe limitación competencial entre la Federación y las entidades federativas, esto es, no se toma en cuenta la competencia federal o local del contenido del tratado, sino que por mandato expreso del propio artículo 133 el Presidente de la República y el Senado pueden obligar al Estado mexicano en cualquier materia, independientemente de que para otros efectos ésta sea competencia de las entidades federativas.




En suma, la nueva interpretación que realizó el pleno de la scjn del artículo 133 llevó a considerar, en un tercer lugar, al derecho federal y al local en una misma jerarquía, en virtud de lo dispuesto en el artículo 124 de la Ley Fundamental, el cual ordena que “Las facultades que no están expresamente concedidas por esta Constitución a los funcionarios federales, se entienden reservadas a los Estados”.21 Este criterio cuestionable ha sido reiterado por el Pleno, al determinar que:


 A partir de la interpretación del —artículo 133—, si aceptamos que las Leyes del Congreso de la Unión a las que aquél se refiere corresponden, no a las leyes federales, sino a aquellas que inciden en todos los órdenes jurídicos parciales que integran al Estado Mexicano y cuya emisión deriva de cláusulas constitucionales que constriñen al legislador para dictarlas, el principio de “supremacía constitucional" implícito en el texto del artículo en cita claramente se traduce en que la Constitución General de la República, las leyes generales del Congreso de la Unión y los tratados internacionales que estén de acuerdo con ella, constituyen la “ley suprema de la Unión”, esto es, conforman un orden jurídico superior, de carácter nacional, en el cual la Constitución se ubica en la cúspide, y por debajo de ella los tratados internacionales y las leyes generales.22


Además, la doctrina ha sostenido que la supremacía constitucional, así como sus efectos y consecuencias, derivan, en primer lugar, del contenido de las normas constitucionales, es decir, la Constitución tiene “supremacía material”, consecuencia de ser la Carta Magna superior al resto de disposiciones del sistema jurídico. Por lo tanto, “la supremacía resulta de una caracterización jurídico-formal, toda vez que la Constitución organiza el régimen competencial de los poderes públicos[…]. Si la Constitución determina la competencia de los órganos, entonces es necesariamente ‘superior’ a las disposiciones y mandatos de éstos” (scjn, 2005: 44).


En este sentido, la Primera Sala de la Suprema Corte emitió el siguiente criterio jurisprudencial:


En el mencionado precepto constitucional no se consagra garantía individual alguna, sino que se establecen los principios de supremacía constitucional y jerarquía normativa, por los cuales la Constitución Federal y las leyes que de ella emanen, así como los tratados celebrados con potencias extranjeras, hechos por el Presidente de la República con aprobación del Senado, constituyen la Ley Suprema de toda la Unión, debiendo los jueces de cada estado arreglarse a dichos ordenamientos, a pesar de las disposiciones en contrario que pudiera haber en las Constituciones o en las leyes locales, pues independientemente de que conforme a lo dispuesto en el artículo 40 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, los estados que constituyen la República son libres y soberanos, dicha libertad y soberanía se refiere a los asuntos concernientes a su régimen interno, en tanto no se vulnere el Pacto Federal, porque deben permanecer en unión con la Federación según los principios de la Ley Fundamental, por lo que deberán sujetar su gobierno, en el ejercicio de sus funciones, a los mandatos de la Carta Magna, de manera que si las leyes expedidas por las legislaturas de los estados resultan contrarias a los preceptos constitucionales, deben predominar las disposiciones del Código Supremo y no las de esas leyes ordinarias, aun cuando procedan de acuerdo con la Constitución local correspondiente, pero sin que ello entrañe a favor de las autoridades que ejercen funciones materialmente jurisdiccionales, facultades de control constitucional que les permitan desconocer las leyes emanadas del Congreso Local correspondiente, pues el artículo 133 constitucional debe ser interpretado a la luz del régimen previsto por la propia Carta Magna para ese efecto.23


Por otra parte, la supremacía constitucional tiene como garantía el control constitucional, ya que por medio de éste se evita que las autoridades excedan sus atribuciones, más allá de los principios y lineamientos dispuestos en la Ley Fundamental. De ahí que todos los actos de autoridad, así como las leyes, deben sujetarse al control constitucional para garantizar la protección normativa del sistema jurídico nacional. En principio, la Suprema Corte de Justicia consideró que podía realizar un control abstracto de constitucionalidad al resolver acciones de inconstitucionalidad de una ley e inaplicarla a los casos concretos sometidos a su consideración. Consecuentemente, el control difuso de la Constitución:


[…] implica el que todo juzgador, federal o local, tiene el indeclinable deber de preferir la ley de leyes a cualquier otra aplicación de normas secundarias que la contraríen; es decir, toda vez que la constitución es la ley suprema, ningún precepto puede contradecirla y como a los juzgadores les corresponde interpretar las leyes para decir el derecho, a la luz de ese numeral (133) cimero, éstos tienen el inexcusable deber de juzgar conformidad [sic] o inconformidad de la ley secundaria con la fundamental, para aplicar o no aquélla, según que el código político le sea o no contraria. El control difuso de la constitucionalidad de las leyes, no ha sido aceptado por la doctrina jurisprudencial. Los tribunales de amparo se han orientado por sostener que, en nuestro régimen de derecho, debe estarse al sistema de competencias que nos rige, según el cual sólo el Poder Judicial de la Federación puede hacer declaraciones de inconstitucionalidad y no tiene intervención alguna la justicia local en defensa jurisdiccional de la constitución aún en el caso de artículo 133 de la misma, en relación con el 128 del propio ordenamiento, que impone a los juzgadores la obligación de preferir a la Ley Suprema, cuando la ley del estado o local la contraría, ya que, de acuerdo con los artículos 103 de la ley suprema y primero de la Ley de Amparo, la constitucionalidad o inconstitucionalidad de las leyes, es de la competencia exclusiva de los tribunales Federales de Amparo, y los tribunales locales carecen en absoluto de competencia para decidir controversias suscitadas son ese motivo.24


Sin embargo, con base en la reforma en derechos humanos de 2011, la scjn ha cambiado el anterior criterio, pues al resolver el 25 de octubre de 2011 la solicitud de modificación de jurisprudencia 22/2011, el Pleno determinó dejar sin efectos las tesis jurisprudenciales números P./J.73/99 y P.J. 7499, de rubros: “Control judicial de la Constitución es atribución exclusiva del Poder Judicial de la Federación” y “Control difuso de la constitucionalidad de normas generales no lo autoriza el artículo 133 de la Constitución”,25 conclusión tomada en virtud del nuevo marco constitucional generado con motivo de la entrada en vigor del Decreto por el que se modifica la denominación del Capítulo I del título Primero y reforma diversos artículos de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, publicado en el  Diario Oficial de la Federación de 10 de junio de 2011.


Si bien lo anterior es congruente con la reforma constitucional, esta interpretación podría haber sido sostenida desde la Constitución de 1857, como se aprecia con el criterio sostenido por Ignacio L. Vallarta en la decisión recaída en el juicio de amparo de Justo Prieto de 1881, pues desde esa época la supremacía constitucional se refería “a los jueces de cada Estado” como garantes de dicha supremacía.


Ahora, con la referida reforma constitucional en materia de derechos humanos, se incorporó en el artículo primero de la Constitución Federal la protección de los derechos humanos consagrados en los tratados internacionales, lo que implica una nueva etapa en el tema de la jerarquía de los tratados sobre derechos humanos en México, ya que el Pleno de la scjn determinó, al resolver la contradicción de tesis 293/2011, que los derechos humanos previstos en la Constitución y en los tratados internacionales están en el mismo ámbito de reconocimiento y protección. Aunque el rango constitucional de los tratados internacionales se mantuvo, pues en la reforma de junio de 2011 no se modificó el artículo 133 constitucional, conservándose así la jerarquía normativa determinada por el referido precepto constitucional a través de la interpretación realizada por la scjn.


Por lo anterior, podemos concluir que tratándose de derechos humanos, las normas que las contravienen no se someten a criterios tradicionales de jerarquía, sino a la regla de preeminencia, que  obedece a la amplitud del mejor derecho, independiente de la norma que lo reconozca, pues el artículo 1º de la Constitución Federal sólo prohíbe que un derecho fundamental sea restringido o limitado, mas no ampliado, lo cual puede suceder a través de cualquier norma, tanto de carácter doméstico como internacional.


Otro tema fundamental incorporado por la reforma constitucional de 2011 en materia de derechos humanos es el de convencionalidad, el cual está vinculado con el control de constitucionalidad. El control de convencionalidad implica un examen de la compatibilidad de las normas nacionales con los tratados internacionales, en donde la incompatibilidad puede presentarse “cuando una norma interna se considera violatoria de  un derecho humano que no está reconocido en la Constitución, pero sí en un tratado internacional, lo que implica para el órgano jurisdiccional el análisis de la norma inferior a la luz de los contenidos e interpretaciones de la norma internacional en cuestión” (Serrano, 2011: 3).


A través del control difuso de convencionalidad, la tutela de la Convención Americana sobre Derechos Humanos no queda sólo a cargo de la Corte Interamericana Derechos Humanos (cidh), ya que se traslada ese control también al Poder Judicial de los Estados miembros de la Convención (Solberg, 1979). En ese sentido, la cidh afirmó que “los órganos del Poder Judicial deben ejercer no sólo un control de constitucionalidad, sino también de ‘convencionalidad’  ex oficio entre las normas internas y la Convención Americana, evidentemente en el marco de sus respectivas competencias y de las regulaciones procesales correspondientes” (Carbonell y Salazar, coords., 2012: 376).26


Finalmente, la scjn dispuso, en relación con el control de convencionalidad en sede interna,27 que “es en la función jurisdiccional, como está indicado en la última parte del artículo 133 en relación con el artículo 1º de la Constitución Federal, en donde los jueces están obligados a preferir los derechos humanos contenidos en la ley fundamental y en los tratados internacionales, aun a pesar de las disposiciones en contrario que se encuentren en cualquier norma inferior”.28


El recorrido somero que se ha hecho aquí del principio de supremacía constitucional, somero en tanto que no pretende más que dejar sentado los giros interpretativos que ha tenido en el seno de nuestro Máximo tribunal, permite advertir su importancia en el sistema jurídico mexicano.


Este principio de supremacía constitucional es el eje rector que equilibra los diversos órdenes que componen nuestro sistema constitucional, toda vez que modula los alcances que pueden tener los ordenamientos constitucionales locales, así como las normativas legales y reglamentarias en los niveles federal, local y municipal. En tal sentido, no debe perderse de vista que este principio hace que cualquier norma con contenido jurídico tenga que supeditarse a los mandatos constitucionales.


Este mismo principio es parte sustancial del sistema de control constitucional, que encuentra en el amparo, las acciones de inconstitucionalidad y las controversias constitucionales, así como otras figuras, las herramientas  ad hoc para lograr que la Constitución prevalezca frente a cualquier intento de mermar su fuerza normativa o de variar el alcance de los principios o derechos que reconoce a todos los habitantes del país.


En el momento actual es sumamente importante señalar que el principio de supremacía constitucional es baluarte insustituible de la permanencia de nuestro modelo democrático, en tanto que con dicho principio se debe garantizar el Estado constitucional democrático y social de derecho, anhelo que se comparte por nuestra Constitución desde su primigenia confección por el Constituyente de 1856-1857 y su perfeccionamiento en el de 1916-1917.


Notas


1 En este folleto, escrito por “un zacatecano”, se enumeran las cuatro ventajas fundamentales del sistema federal: 1) La federación proporciona facilidad para gobernar a las partes que la adoptan. El gobierno se acerca a los intereses y se adapta a las necesidades regionales: “Las providencias que se toman no son, cuales suelen ser en un sistema central, unas mismas para todas las partes de la Nación, como si todas éstas fueran idénticas en sus circunstancias”; 2) La federación aumenta con rapidez la industria, población e ilustración, al garantizar la libertad y seguridad interior por sus propios medios; 3) La federación conduce a la subsistencia del gobierno, haciendo que las revoluciones sean difíciles de prosperar y 4) La conservación del sistema federal es necesaria por el buen funcionamiento que ha probado en los primeros años de su establecimiento.


2 “This Constitution, and the laws of the United States which shall be made in pursuance thereof; and all treaties made, or which shall be made under the authority of the United States, shall be the supreme law of the land; and the judges in every State shall be bound thereby, anything in the Constitution or laws of any State to the contrary notwithstanding”.


3 La Resolución de Kentucky, elaborada por el entonces vicepresidente Thomas Jefferson, así como la de Virginia, escrita por James Madison, ambas de 1798, establecieron que las cuatro Leyes de Sedición y Extranjería federales de 1798 eran inconstitucionales por atentar contra la Primera Enmienda (libertad de expresión y de prensa) de la Constitución y, en consecuencia, quedaban anuladas por el derecho de los Estados de examinar la regularidad constitucional de las leyes federales. La Resolución de Kentucky, fechada posteriormente, en 1799, se arrogó por la Legislatura la “teoría de la anulación de leyes” ( nullification), mientras que la de Virginia, original de 1798, se refería a una “interposición” de los Estados para evitar el daño de una violación de inconstitucionalidad. Las leyes impugnadas criminalizaban las críticas al gobierno de John Adams, además de exigir mayores requisitos a la migración hacia ese país, pues la prensa influyente de la época estaba constituida por británicos, lo cual era discriminatorio y atentatorio a la libertad de opinión. Actualmente, en 2018, habría que recordar ese capítulo ante la intolerancia de la administración de Donald trump hacia los migrantes y la libertad de prensa.


4 Se afirma por la doctrina de Estados Unidos que, aún antes de la derrota de los ingleses, las colonias de América habían logrado su independencia constitucional y su propia organización legal. Para ellos, las Cartas reales sirvieron como fundamento para las Constituciones estatales futuras. New Hampshire fue el primer estado en expedir su constitución, el 6 de enero de 1776; le siguió Carolina del Sur, el 26 de marzo de 1776; Virginia fue el tercer estado en dictar su Constitución, y separar la primera declaración de derechos, el 12 de junio de 1776. Después de la declaración de Independencia de ese país, dictaron las demás colonias sus propias constituciones, en 1776: Delaware (11 de septiembre), Pensilvania (18 de septiembre), Maryland (8 de noviembre) y Carolina del Norte (14 de diciembre). Al siguiente año, 1777, Georgia (4 de febrero) y Nueva York (20 de abril) hicieron lo mismo. Massachussetts la aprobó el 16 de junio de 1780 (Adams, 2001: 378)


5 Explicando esta idea, otro constituyente, Elbridge Gerry, manifestó también que los estados o antiguas colonias nunca fueron independientes, pues sólo poseían un “derecho corporativo” dentro de la Confederación (p. 474), esta forma de gobierno, previa al sistema federal, no hubiera permitido a los Estados independientes.


6 El Acta, acertadamente, indica que los integrantes serán “individuos” y no diputados, como lo asevera el artículo 116 constitucional actual. Así pudieron los Estados crear no sólo una cámara de diputados, sino también la de senadores.


7 “todo funcionario público, sin excepción alguna, antes de tomar posesión de su encargo, prestará la protesta de guardar la Constitución y las leyes que de ella emanen”


8 Ejemplo de lo anterior puede citarse la fracción XXXI del propio artículo 50 de la Constitución de 1824: “Dictar todas las leyes y decretos que sean conducentes para llenar los objetos de que habla el artículo 49,  sin mezclarse en la administración interior de los estados”.


9 Veracruz había abolido la pena de muerte y, en consecuencia, había expedido su Código Penal el 17 de diciembre de 1868, tipificando como delitos el plagio y el asalto a mano armada en los caminos públicos; por lo que, al aplicar la ley federal, hubiera violado la Constitución Federal por afectar la soberanía del estado.


10 Artículo 124. Las facultades que no están  expresamente concedidas por esta Constitución los funcionarios federales, se entienden reservadas a los estados. La Décima Enmienda dice textualmente:“The Powers not delegated to the United States by the Constitution, nor prohibited by it to the States, are reserved to the States respectively, or to the people”. Esta enmienda es considerada por la doctrina y la jurisprudencia de Estados Unidos como una disposición redundante, pues el entendimiento era claro desde el Constituyente, de que todo aquello que no estuviera concedido en la Constitución al gobierno federal, se entendía que correspondía a los estados. Esta disposición sería aprobada por unanimidad el 13 de mayo de 1847, al discutir el Acta de Reformas, con la propuesta de Mariano Otero, en los siguientes términos que estuvieron en el artículo 21 del Acta: “Los poderes de la Unión derivan todos de la Constitución y se limitan sólo al ejercicio de las facultades  expresamente  designadas en ella misma sin que se entiendan permitidas otras por falta de  expresa  restricción”.


11 “Programa de la mayoría de los diputados del Distrito Federal del 29 de noviembre de 1846”.


12 Comenzando por el precedente de  McCulloch vs. Maryland 17 US 316 (1819),  en el cual se concedió al Congreso federal facultad legislativa para crear un banco, a pesar de no contar con una facultad  expresa para tal efecto en la Constitución.


13 El tribunal denominado “Chancery” y el juez que lo presidía (o “Chancellor”) era poseedor de una jurisdicción distinta a la de los tribunales regulares, o de estricto derecho, ya que resolvían los asuntos basados en la equidad ( equity). Sus orígenes parten del siglo xiv en Inglaterra y se trasladaron a Estados Unidos. James Kent lo fue en Nueva York.


14 Los alegatos fueron presentados brillantemente por Ignacio L. Vallarta. “Informe pronunciado ante la 1ª. Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, por el Sr. Lic. Ignacio L. Vallarta en el juicio seguido contra Don Antonio Lozano, sobre secuestro de todos sus bienes, conforme a la ley del 31 de enero último, 1870”.


15 “Constitución federal. Sus estatutos no pueden ser contradictorios entre sí”,  Semanario Judicial de la Federación. 7a época. tesis Aislada, primera parte, p. 22 (Registro 233476).


16 “Interpretación histórica tradicional e histórica progresiva de la constitución”,  Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, 9ª época. tesis P./J. 61/2000. t. XI. Junio de 2000, p. 13 (Registro 191673).


17  Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, 9ª época. tesis P./J. 73/99. t. X. agosto de 1999.p. 18 y 39-40.


18 “Amparo contra leyes”,  Semanario Judicial de la Federación, 5ª época. tercera Sala. tesis Aislada.t. XLIV. p. 4216 (Registro 360109).


19 “Constitucionalidad de las leyes“,  Semanario Judicial de la Federación, 5ª época. Pleno. tesis Aislada. t. XC. p. 596 (Registro 303590).


20 “Leyes federales y tratados internacionales tienen la misma jerarquía normativa”,  Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, 8ª época. Pleno. tesis P. C/92. diciembre de 1992. p. 27 (Registro 205596). Ello sería inconvencional, mas no inconstitucional.


21  Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, 9ª época. tesis P. LXXVII/99. Pleno. t. X.Noviembre de 1999. p. 46 (Registro 192867).


22  “Supremacía constitucional y ley suprema de la unión. Interpretación del artículo 133 constitucional”,  Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, 9ª época. tesis: Pleno VIII/2007. Pleno. t. XXV. Abril de 2007. p. 6 (Registro 172667).


23  Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, 9ª época. Primera Sala. tesis: 1a./J. 80/2004. t. XX. Octubre de 2004. p. 264 (Registro 180240).


24 “Control difuso de la constitucionalidad de las leyes”,  Semanario Judicial de la Federación, 8ª época, tesis: 1a./J. 80/2004, t. III, enero a junio de 1989, p. 228.


25  Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, 9ª época, agosto de 1999, tomo 10, p. 18 y 5, respectivamente (registros 193558 y 193435).


26  Caso Trabajadores cesados del Congreso (Aguado Alfaro y otros) vs. Perú. Solicitud de Interpretación de la sentencia de excepciones preliminares, fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 30 de noviembre de 2007. Serie C. No. 174, párrafo 128. Sin embargo, la Corte Interamericana realiza una precisión en el  caso Cabrera García y Montiel Flores vs. México, al aclarar su doctrina sobre el “control de convencionalidad”, al sustituir las expresiones relativas al “Poder Judicial” que aparecían desde el caso principal de  Almonacid Arellano vs. Chile (2006), para ahora hacer referencia a que “todos sus órganos” de los Estados que han ratificado la Convención Americana, “incluidos sus jueces”, deben velar por el efecto útil del Pacto, y que “los jueces y órganos vinculados a la administración de justicia en todos los niveles” están obligados a ejercer, de oficio, el “control de convencionalidad” […].


27 también el Caso Radilla Pacheco influyó en el tema del control de convencionalidad, pues a través de dicho asunto la cidh definió las pautas que deben seguirse para ejercer tal control.


28 “Control de convencionalidad  ex officio en un modelo de control difuso de constitucionalidad”, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, 10ª época, tesis Aislada, Libro III, diciembre de 2011, t. 1, p. 535 (Registro 160589).


II 





Las constituciones de las entidades federativas


Los primeros estados


Los estados de México tuvieron su origen y reconocimiento en el constitucionalismo liberal del siglo xix. Las provincias mexicanas fueron organizadas, desde antiguo, por diversos instrumentos jurídicos y políticos. Durante el virreinato de la Nueva España, se contaba con 23 provincias mayores, compuestas por reinos y gobernaciones (O’Gorman, 1937: XX y XXVIII),1 a los cuales habría que agregar dos más, que se integraron a la Audiencia de Guatemala, bajo la jurisdicción de la Nueva España (Cruz, 2016: 196).


A partir de 1786, esa organización cambió por la de intendencias, exactamente con doce; todo lo cual permite concluir que la organización geográfica de lo que sería nuestro país tuvo caprichosas divisiones, motivadas por el propósito de centralizar el ejercicio del poder de España en América.


El tratamiento de las colonias españolas en el Nuevo Mundo cambió con la Constitución de Cádiz de 1812, según la cual todas las provincias se reunían en una gran nación española con los habitantes de ambos hemisferios (artículo 1º) y, por lo tanto, se igualó la condición política de la Nueva España con Nueva Galicia, la Península de Yucatán y las Provincias Internas, tanto de Oriente como de Occidente, pero sin especificar las divisiones de cada una (artículo 10), como se hizo con el territorio peninsular.
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